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PRESIDEN: Señor Representante Horacio Yanes y señora Representante Silvana Charlone (ad-hoc). 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Pablo Abdala, Miguel Asqueta Sóñora, Ariel 
Barrios, Edgardo Ortuño, Alicia Pintos, Iván Posada, Juan C. Souza y Carlos Varela 
Nestier. 


ASISTEN: Señora Representante Daniela Payssé y señor Representante Walter Alfredo Falero. 


INVITADOS: Por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, licenciada Mariella Dardanelli, doctora 
Cristina Demarco y doctora Sara Payssé. 


Por el Ministerio de Relaciones Exteriores, doctora Beatriz Pintos y doctor Álvaro Portillo. 


Por el Ministerio del Interior, doctor Hugo Ferrer y doctora Carmen Conte. 


SEÑOR PRESIDENTE (Yanes).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión Especial de Población y Desarrollo Social tiene el agrado de recibir a la delegación del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, integrada por la licenciada Mariella Dardanelli y las doctoras Sara 
Payssé y Cristina Demarco; a la delegación del Ministerio de Relaciones Exteriores, integrada por la doctora 
Beatriz Pintos y el doctor Álvaro Portillo, del Departamento 20, y a la delegación del Ministerio del Interior, 
integrada por la doctora Carmen Conte y el doctor Hugo Ferrer. 


La Comisión comenzará a tratar el proyecto que viene del Senado titulado "Migración", y entendió pertinente 
comenzar su análisis escuchando a quienes han trabajado en este proyecto, para que nos den los fundamentos 
genéricos de la propuesta. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Soy Directora Nacional de Empleo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Utilizaremos una dinámica similar a la que seguimos en la Comisión correspondiente de la Cámara de 
Senadores: haremos una presentación preliminar y, después, cederemos la palabra a los integrantes de los 


otros Ministerios para que hablen específicamente de los temas vinculados con el proyecto. 


En primer lugar, queremos señalar que este proyecto se elaboró a partir de la existencia de una Comisión 
Especial de Asuntos Migratorios establecida en el ámbito del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que 
convocó a los Ministerios de Relaciones Exteriores, del Interior y de Turismo y Deporte. La intención fue 
trabajar en un proyecto cuyo objetivo básico era el de armonizar el régimen jurídico nacional con las normas 
internacionales que el país ya había aprobado, que implicaban una discordancia con el ordenamiento jurídico 
interno. 


Por lo tanto, estuvimos trabajando desde la coordinación de estos Ministerios. Quiero resaltar este aspecto, 
porque es una fortaleza muy importante haber trabajado en forma conjunta, fundamentalmente con los 
Ministerios del Interior y de Relaciones Exteriores, para presentar una propuesta armonizada y acordada. 
También pedimos apoyo al Ministerio de Educación y Cultura, sobre todo en el ámbito de la Dirección de 
Derechos Humanos, por cuanto se trata de derechos fundamentales de las personas migrantes. Asimismo, 
algunos temas específicos los trabajamos conjuntamente con el Ministerio de Salud Pública y el de Economía 
y Finanzas. 


También hicimos un taller donde recibimos a los actores sociales, a las instituciones relacionadas con el tema 
migratorio y a los actores sociales del mundo del trabajo, es decir, a empleadores y trabajadores. 


Trabajamos tomando en cuenta la experiencia, fundamentalmente de la ley argentina, siempre con el apoyo 
de la Organización Internacional de las Migraciones, que nos acompañó en todo este proceso. 


En cuanto a los objetivos del proyecto de ley de migración, lo primero es armonizar la legislación nacional 
con los instrumentos internacionales ya aprobados por el país, como por ejemplo la Convención Internacional 
para la Protección de los Derechos de los Trabajadores Migrantes y sus Familiares, el Convenio N* 97 de la 
Organización Internacional del Trabajo, la Convención de Naciones Unidas sobre Delincuencia Organizada 
Transnacional y el Acuerdo de Libre Residencia, suscrito entre los países del MERCOSUR, Bolivia y Chile. 


En cuanto a principios generales, muy en connivencia con lo que establece la Convención Internacional sobre 
la Protección de los Derechos de los Trabajadores Migrantes y sus Familias, se consagra el reconocimiento 
del derecho de las personas migrantes a la migración, a la reunificación laboral y familiar, al acceso a la 
justicia y también a todas las prestaciones que tienen los nacionales del país. La propuesta de este proyecto es 
básicamente que las personas que migran tengan iguales derechos que los nacionales, tanto en el ámbito 
laboral como en la educación, en la salud, etcétera, y que no haya limitaciones para el acceso a esos derechos 
a partir de normativas nacionales. 


Otro de los temas importantes es el de generar, a partir de este proyecto de ley, una institucionalidad 
específica a través de la Junta de Migraciones, donde se integren los tres Ministerios que estuvieron 
elaborando este proyecto, pero que será abierta a la participación de otros Ministerios e instituciones 
públicas, de acuerdo con los temas y problemáticas que se traten. 


También habrá un Consejo Asesor, donde estarán incorporadas todas las instituciones que tienen que ver con 
el tema migratorio, y organismos internacionales involucrados en la materia y otras entidades que tengan 
interés en trabajar estos asuntos. 


Esto es lo que plantea el proyecto de ley en términos generales. Cedo la palabra a los demás integrantes para 
que establezcan específicamente los temas relacionados con cada una de las Secretarías. 


SEÑORA CONTE.- Soy Directora de Migración del Ministerio del Interior. 


Como ya dije en otra oportunidad en la Cámara de Senadores, este es un proyecto que consideramos muy 
avanzado. La Comisión trabajó tomando como base un proyecto presentado ante el Ministerio del Interior por 
la OIM. Es muy importante para Uruguay en este momento adecuar la normativa interna migratoria teniendo 
en cuenta todas las convenciones que nuestro país ha ratificado, como decía la doctora Payssé. 


En este proyecto de ley, el derecho de los migrantes se plasma fundamentalmente desde una óptica 
humanizada, en lo que respecta al acceso al trabajo, a la salud, a la educación y a la justicia. Sabemos que en 


otros países los migrantes son considerados delincuentes, ser migrante es sinónimo de delincuencia. 
Deberíamos rever ese concepto que se tiene sobre el migrante, ya que migrar es una opción y no podemos 
considerar al migrante como un delincuente porque va a buscar otras oportunidades. Es imprescindible que 
pueda acceder a un mercado laboral totalmente legal. Aunque el trabajador esté en una situación migratoria 
porque no ha terminado de tramitar su residencia en el país, tiene que trabajar legalmente, porque así 
evitamos lo que podríamos llamar empleos de segunda o trabajos forzados, lo que nos podría llevar al tráfico 
de seres humanos o la trata. Quiero aclarar que en este proyecto está establecida la tipificación de ambos 
delitos y, como ya lo dije en otra oportunidad, ese es un debe que tenía nuestro país. Sabemos que hay 
organizaciones muy poderosas que lucran con la necesidad de los seres humanos. Es importante la 
tipificación de los delitos para dar una nueva arma al Juez cuando tiene que actuar en algún caso; a veces 
puede parecer que es tráfico, pero no puede procesar porque no puede tipificar dado que no existe la figura 
delictual en el país. 


También quiero decir que el tema de la unificación familiar es muy importante. Con relación a la 
reunificación familiar, se aclara que aunque los padres de los menores estén en una situación irregular no se 
trata de ilegalidad sino de irregularidad pueden acceder a la educación. 


Con respecto a los delitos de tráfico y de trata, en la Cámara de Senadores se cambiaron algunos guarismos 
de las penas y ahora son bastante importantes, ya que llegan hasta los dieciséis años de penitenciaría. Antes 
se fijaban penas de dos a ocho años y ahora pasan a ser de cuatro a dieciséis años, por lo que serían delitos no 
excarcelables, lo cual es importante. 


Esta es una síntesis del proyecto. 


SEÑOR PORTILLO.- Soy Director General de Asuntos Consulares y Vinculación del Ministerio de 
Relaciones Exteriores. 


Simplemente, quería comentar de modo general algunas cosas que nos parecen que son muy importantes para 
entender el porqué de este proyecto que el Poder Ejecutivo está remitiendo al Poder Legislativo. 


Con motivo de lo que fue el inicio de la política de vinculación con los uruguayos en el exterior, de 
reconocimiento de ese importante Uruguay que está fuera del país y, en definitiva, de construcción de esta 
nueva nación, de un país con muchos territorios, tuvimos una importante participación en distintos foros 
internacionales, donde todos estos tópicos se discuten, se acuerdan y de alguna forma se confrontan. 


En esa perspectiva, desde el primer momento asumimos una postura de defensa a ultranza de los derechos 
humanos de los migrantes. Hemos tenido oportunidad de alinearnos de manera muy cohesionada y con 
mucha fuerza con todos nuestros hermanos sudamericanos a través de la Conferencia Sudamericana de las 
Migraciones, aunando un conjunto de posturas como pocas regiones en el mundo tienen en torno a la 
caracterización de los procesos migratorios y dentro de ellos, en concreto, a los emigrantes como tales. Esta 
es una caracterización y un reconocimiento a los procesos migratorios profundos, que está fundamentalmente 
ubicada desde una perspectiva profundamente respetuosa de los derechos humanos de estos seres humanos a 
quienes les toca cambiar de país. 


Inmersos en esa misión, en esos compromisos, en cuanto a defender esta postura en los foros internacionales, 
en los distintos organismos multilaterales, en la Conferencia Sudamericana de Migraciones y en la 
Conferencia Iberoamericana de las Naciones Unidas, en un momento dado tomamos conciencia de que 
nuestra normativa interna, de que nuestra legislación vigente en nuestra República Oriental del Uruguay, era 
bastante contradictoria y disímil en su sentido, en su filosofía y en su sustento doctrinario, con lo que ahora 
estábamos haciendo. 


Debemos recordar que nuestra legislación migratoria vigente, que se nutre de distintas piezas legales, data en 
lo fundamental de 1934 e, inclusive, en una cantidad de otros tópicos, de fines del siglo XIX. Cualquiera 
puede hacerse la idea de que la realidad que hoy vive nuestro país en el siglo XXI poco tiene que ver con lo 
que fueron las realidades políticas, sociales, económicas, culturales, de todo ese período del que proviene la 
legislación vigente. 


Fue así que, muy motivados con la reunión de la Cumbre Iberoamericana de Presidentes, nos pareció de 
extraordinaria importancia trabajar con ahínco y con celeridad en una renovación de nuestra legislación 
migratoria. Como bien dijeron las doctoras Payssé y Conte, se integró este grupo interministerial que trabajó 
magníficamente bien y que gozó del apoyo y del asesoramiento de la Organización Internacional de las 
Migraciones, teniendo la oportunidad de escuchar opiniones de expertos de otros países. Estoy pensando en 
el profesor Mármora, que es una verdadera autoridad en estos temas a nivel latinoamericano y que vino a 
Montevideo a asesorarnos, y en el legislador Giustiniani, de Argentina, que fue uno de los autores de la actual 
ley migratoria que tiene ese país, que por lejos es de las más avanzadas a nivel internacional y del derecho 
comparado. A partir de ese intenso trabajo y de esos importantes asesoramientos surge este proyecto que hoy 
tienen en sus manos y que fue aprobado en la Cámara de Senadores. 


En segundo término, quiero hacer otro comentario general que nos parece importante compartir con ustedes, 
porque creo que tenemos que ser muy conscientes de ello. En esta globalización en la que estamos insertos, 
uno de los flagelos que caracteriza a este nuevo mundo que se está desarrollando en el siglo XXI es el de la 
economía criminal. Hoy nuestro país, como todos los países en el mundo hay una cantidad de indicadores 
que así nos lo dicen, tiene un cierto sitio en la economía criminal. Afortunadamente, no es un sitio 
estratégico, pero es un sitio en que, como todo indica, Uruguay está considerado como un lugar de paso. Hay 
una cantidad de tráficos y de transacciones donde Uruguay cumple fundamentalmente ese papel, llámese 
armas, dinero, droga, órganos, niños, mujeres o todo lo demás que la economía criminal trafica, lucrando 
desde la ilegalidad. 


Desde esa perspectiva, también era muy importante avanzar en una legislación migratoria, es decir que lo que 
tiene que ver con los trabajadores tuviera una absoluta cristalinidad y fuera capaz de conjugar los 
requerimientos de seguridad que debemos tener siempre presentes para erradicar el tránsito de todas estas 
ilegalidades en nuestro territorio, pero, en simultánea, reconociendo el carácter de los derechos humanos de 
los trabajadores inmigrantes que eventualmente lleguen de hecho, ya están llegando a nuestro país, sobre 
todo, apostando a que la mejor forma de transformarnos, si es que las circunstancias nos llevaran a ser un 
país receptor de inmigrantes, es asegurando que sus derechos sean absolutamente equiparados a los de 
nuestros connacionales en lo que tiene que ver con el conjunto de su inserción en nuestra sociedad. 
Precisamente, la xenofobia, la competencia desleal, el trabajo negro, muchas veces tienen su origen en 
legislaciones migratorias que no tienen la energía, la claridad ni el compromiso suficientes para efectuar este 
reconocimiento universal de todos los seres humanos que viven y trabajan en un territorio determinado. Por 
eso es que, desde esta perspectiva, nos pareció de extraordinaria importancia trabajar intensamente en un 
proyecto con estas características. 


En tercer lugar, queremos decir que en este proyecto aparece, seguramente no de forma demasiado 
voluminosa con una cantidad de artículos pero sí con un capítulo, el tema de nuestros uruguayos en el 
exterior. Hemos avanzado en algunas cosas, como por ejemplo en un problema que tienen nuestros 
compatriotas en el exterior, que es grave, que lo sienten y resienten: sus hijos que nacen en el exterior que de 
acuerdo con nuestra Constitución por pertenecer a padre y/o madre biológicos, son uruguayos no tienen la 
posibilidad de ser inscriptos en el Registro de Estado Civil de una forma fluida y en la mayoría de los casos 
deben desplazarse necesariamente a Uruguay para hacer el trámite. La legislación vigente dice que cualquier 
oficina consular del Estado uruguayo, en cualquier parte del mundo, puede recepcionar e inscribir como 
uruguayos a niños nacidos en el exterior, hijos de padre y/o madre biológicos, dentro de los seis días de su 
nacimiento. Se podrán imaginar que es muy difícil cumplir este período, y eso trae como consecuencia que la 
mayoría de las veces los hijos que nacen en el exterior no pueden ser inscriptos allí. Sobre este aspecto habla 
alguien con experiencia propia. 


Esto limita sobremanera esta otra idea fuerza que yo comentaba al principio, de trabajar por la incorporación 
a la vida nacional de todos nuestros compatriotas donde estén y de trabajar sobre la idea de un país y muchos 
territorios. 


En este proyecto se flexibiliza esto no solo lo hemos trabajado con los representantes de los Ministerios aquí 
presentes, sino con los del Ministerio de Educación y Cultura y con autoridades del Registro de Estado Civil 
la posibilidad de inscribir a los hijos de uruguayos en el exterior en las oficinas consulares, evitando el 
necesario traslado al Uruguay para poder hacerlo. Es más: se abre una suerte de amnistía para que los 
uruguayos nacidos en el exterior que en su momento no fueron inscriptos y que hoy son mayores de edad y 
tienen hijos propios esto ocurre en algunos países con emigración más antigua, como Australia, Canadá o 


Argentina-, en un plazo de seis meses y por única vez, puedan inscribirse en las oficinas consulares más 
próximas a los efectos de hacer válida la nacionalidad. 


En el proyecto relativo a los uruguayos en el exterior hemos elevado a rango de ley un conjunto de 
prerrogativas y de estímulos que se efectúan a los uruguayos que desean retornar, y que hoy existen 
básicamente por vía de decreto. Nos pareció que si esto lo poníamos con rango legal le iba a dar mucho más 
fuerza e, inclusive, por vía reglamentaria, eventualmente nos podía permitir desplegarlo, haciendo posible el 
cumplimiento de ese objetivo: el aliento del retorno de aquellos compatriotas que efectivamente desean venir 
al Uruguay. En cierta forma, parecería bueno acompañarlos en su decisión y apoyarlos. 


Básicamente, estas son las principales disposiciones que hemos estado manejando en este sentido. Quiero 
reafirmar lo que dije al principio, en el sentido de que el país tiene un gran debe respecto a este tema. Un 
proyecto de ley con estas características no solo nos va a situar en la modernidad desde la perspectiva del 
derecho comparado, sino que nos va a permitir trabajar en una construcción social mucho más justa y mejor 
preparada para todo tipo de circunstancias, incluidos los nuevos flujos inmigratorios que pueda tener el país. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quisiera formular dos preguntas de carácter general, porque recién 
estamos aproximándonos al análisis de este proyecto, que es sustantivo, importante y bastante extenso 
desde el punto de vista del articulado y que, por lo tanto, tendremos que analizar con mucha serenidad 
y seriedad. 


La primera pregunta tiene que ver con la propia esencia de la solución. Entiendo que uno de los propósitos 
del proyecto es adecuar al Derecho interno las normas internacionales ratificadas por el país y eso en 
principio parece plausible. 


Concretamente la consulta con relación a esto es doble. En primer lugar, respecto a nosotros mismos, cuán 
distantes estamos hoy del cumplimiento de esos principios o eventualmente cuál será la diferencia cualitativa, 
a partir de la aprobación de este proyecto de ley o en qué aspectos eso se traduce, con lo que en los hechos 
acontece en materia migratoria, no solo por la vigencia de la legislación antigua sino también por todos las 
otras fuentes supletorias del Derecho, entre ellas las costumbres que seguramente fueron definiendo un 
determinado estatuto que se le aplicaba al emigrante. En qué aspectos concretos esta iniciativa modifica esa 
situación. 


En segundo término, cuál es la situación del derecho comparado, fundamentalmente en la región. Aquí se ha 
hablado de la ley migratoria argentina. Supongo que en la medida en que se la ha mencionado como una 
legislación avanzada, eso estaría indicando que Argentina está mucho más adelantada que nosotros, 
precisamente desde el punto de vista de adecuarse a los principios internacionales. Pero, ¿qué pasa con el 
resto de los países en el marco del contexto regional? Eso también me parece bien interesante. 


La otra consulta tiene que ver con la institucionalidad que se propone o consagra. Hay una innovación 
importante con relación a la creación de la Junta Nacional de Migración y del Consejo Consultivo Asesor de 
Migración. Respecto a esto quiero hacer dos consultas. En primer lugar, quisiera saber si podría darse una 
superposición de competencias o una suerte de contienda de competencias eventual entre la Junta Nacional 
de Migración que se crea y la Dirección Nacional de Migraciones que ya existe. Eventualmente, podrían 
darse dificultades desde el punto de vista de la distribución en esa materia. 


En segundo término, quisiéramos que se nos diera algún fundamento adicional con relación a la creación del 
Consejo Consultivo Asesor de Migración. Ya hemos discutido en el Parlamento los distintos instrumentos o 
soluciones legales que se han impulsado. Naturalmente, entiendo el papel y la importancia de las 
organizaciones sociales y gremiales, pero en el marco de la democracia representativa pregunto cuál es el 
verdadero valor o sentido de institucionalizar, en un país donde por supuesto todo se consulta y donde todo se 
discute antes de tomar decisión. Concretamente, cuál es el verdadero sentido de tener un órgano consultivo 
de estas características. Aclaro que simplemente lo estoy preguntando, no estoy adelantando opinión en 
ningún sentido. 


SEÑOR FERRER.- Voy a contestar algunas de las preguntas que se formularon. 


Respecto a las competencias entre la Junta Nacional de Migración y la Dirección Nacional de Migración, 
cuando se cree la primera, obviamente le va a competer determinadas atribuciones que en parte las podría 
ostentar la actual Dirección. La competencia no se retacea en el sentido de que la Dirección Nacional de 
Migración va a seguir manteniendo la parte ejecutiva, la de contralor de entradas y personas, la del 
otorgamiento de la residencia, su cancelación. En ese sentido, van a ser las mismas competencias. Puede ser 
que respecto a determinada competencia como la de la proponer políticas migratorias al Poder Ejecutivo sí, 
pero no nos olvidemos que dentro de esa Junta van a estar incluidos la Dirección Nacional de Migración y el 
Ministerio del Interior. En principio las competencias de la Dirección Nacional de Migración no se van a ver 
retaceadas. 


SEÑORA CONTE.- No la altera. Son cometidos de la Dirección Nacional de Migración el control de 
ingreso y egreso de todas las personas que entran o salen del territorio, con lo que no se estaría 
invalidando la función específica de esta Dirección. 


SEÑOR PORTILLO.- Voy a contestar dos aspectos que planteaba el señor Diputado Pablo Abdala. 


Con respecto a los Consejos Consultivos, en nuestra estrategia de vinculación lo esencial es un intento de 
incorporar a la vida nacional a los uruguayos que están en el exterior. Para eso se ha estado trabajando y se ha 
definido una nueva institucionalidad que precisamente genere un escenario de encuentro entre los uruguayos 
en el exterior y los uruguayos del Uruguay. Esa institucionalidad fundamentalmente tiene su apoyo en lo que 
es la presencia del Estado uruguayo en el exterior que son sus servicios consulares. Se ha propuesto la 
posibilidad de que los uruguayos en el exterior se transformen en un interlocutor colectivo que se constituya 
en un verdadero espacio de participación ciudadana con la máxima transparencia, garantías y 
representatividad que ello requiere y, por consecuencia, también con la institucionalización que requieren 
estas instituciones que se está buscando conformar y crear, que por la vía de los hechos de alguna manera ya 
están funcionando. Es ese el sentido de consagrar legalmente la existencia de esta institucionalidad de 
consejos consultivos de uruguayos residentes en el exterior a los efectos de generar espacios, como decía 
recién, de participación ciudadana que haga posible no en la expresión individual ante la oficina consular ni 
de ninguna asociación o institución preexistente que por serlo puede interferirse o considerarse inclusiva de 
un sector y exclusiva de otro, sino partir de una nueva institucionalidad involucrar a la totalidad de los 
compatriotas en el territorio en cuestión en la jurisdicción consular especialmente considerada, que es lo que 
se le ha dado en llamar consejo consultivo. Es el escenario al que se aspira y se entiende como el más 
adecuado para efectuar este diálogo, esta vinculación a través de la institucionalidad que se busca crear. Ese 
es el sentido de la institucionalización de los consejos consultivos con rango legal. Luego habrá que 
reglamentar su funcionamiento de manera mucho más precisa, en donde los grandes principios que de alguna 
forma están expresados en este artículo, habrán de encontrar su especificidad. 


Otra de las inquietudes planteadas por el señor Diputado Pablo Abdala tiene que ver con la comparación de la 
legislación de otros países. Afortunadamente, más allá de la legislación que se está procesando en los 
distintos países integrantes del MERCOSUR, existe un acuerdo de Libre Residencia. A través de este acuerdo 
se solucionan estas circunstancias en los países del MERCOSUR. Este Acuerdo de Libre Residencia del 
MERCOSUR ha sido objeto de ratificación y de intercambio de notas reversales por Argentina, Brasil y 
Uruguay y está en proceso de hacerlo también Paraguay. Una vez que se complete esta ratificación por parte 
del único país integrante del MERCOSUR que aún no lo ha hecho, tendremos la tranquilidad de que en todo 
el espacio del MERCOSUR tenemos la legislación con esta normativa que se aplica a todos los ciudadanos 
del MERCOSUR. 


No conocemos que se estén procesando cambios en la legislación interior migratoria de Brasil ni de 
Paraguay; no tenemos un conocimiento demasiado preciso de ellas. Lo que sí nos ha preocupado en la 
relación bilateral y multilateral a nivel del MERCOSUR es haber trabajado en su momento en este acuerdo 
de libre residencia y en alguna forma, haber empujado para que este acuerdo tenga aplicación cuanto antes en 
todo el espacio MERCOSUR. 


SEÑOR FERRER.- Con relación a lo que decía el doctor Portillo de que el Acuerdo de Libre 
Residencia del MERCOSUR no se aplica para todos los países, sí en forma bilateral, tanto entre 
Uruguay y Argentina como entre Uruguay y Brasil, debido a acuerdos bilaterales con dichos países 


SEÑORA CONTE.- Quiere decir que Uruguay ha bilateralizado el acuerdo con los países que ya lo 
tenían incorporado a su ordenamiento jurídico, y eso fue durante el año 2006, por notas reversales con 
Argentina y por un acuerdo que se ha hecho con Brasil. Esperamos que en este año Paraguay lo pueda 
incorporar también, aunque no creo que pueda ser en esta Presidencia protempore. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero informar que la señora Diputada Payssé y el señor Diputado Falero, 
integrantes de la Comisión de Derechos Humanos, están participando con la nuestra por la 
interrelación que tiene el tema y por los antecedentes de esa Comisión en la Cámara de Diputados. 
Había omitido plantearlo al principio. 


SEÑOR SOUZA.- Luego de escuchar atentamente la intervención del doctor Portillo nos surgen 
algunas dudas. Él hacía mención a algunos delitos que hoy asuelan a la sociedad a nivel mundial y que, 
sin lugar a dudas, generan terribles problemas para la sociedad y para los Gobiernos, como es el caso 
del tráfico de personas. Pero también hay delitos que han adquirido una gran dimensión y que se 
distinguen de los delitos comunes como es el tráfico de estupefacientes, el tráfico de armas e, inclusive, 
el lavado de activos. Leyendo atentamente este proyecto que viene con media sanción del Senado 
visualizábamos que una de las causales de rechazo al ingreso al país se enumera en diversos literales. 
El literal D) hace referencia a la hipótesis de haber sido objeto de condena por delitos relacionados con 
el tráfico y trata de personas en el país o fuera de él. 


Me parece fundamental esto, más cuando tiene la particularidad de una ley de migración. Los delitos que 
mencionábamos recién no están directamente vinculados con la migración de la gente, pero sí con la 
protección del país, porque este literal D) lo que busca es proteger a los ciudadanos del país de este tipo de 
fenómenos y de delitos. Estos otros delitos que generan un daño tremendo a la sociedad en su conjunto y a 
los Gobiernos no deberían estar incluidos en este mismo literal. El delito del tráfico de estupefacientes figura 
con las mismas características y condiciones que se establecen para el tráfico o trata de personas o el lavado 
de activos. 


Otra pregunta tiene que ver con el artículo 77. Es justamente esta innovación que usted planteaba que se da 
en esta norma, para dejar sentado allí algo que sirviera como estímulo para el retorno de conciudadanos 
radicados en el exterior, en el sentido de habilitar el ingreso de todo aquello que sirva para el alhajamiento de 
su hogar y, en fin, para su desempeño profesional y demás. 


Más allá de que al final del párrafo donde comienza el artículo 77 se dice que será posible tantas veces como 
la reglamentación lo defina, yo puedo entender el espíritu y la amplitud, pero también entiendo la 
idiosincrasia que tenemos los orientales, los uruguayos, y temo que esto termine siendo una flexibilidad que 
habilite un juego para aquellos que quieran ampararse de mala manera en un artículo de estas características. 
Sé que ese no es el espíritu y que se trata de estimular a que vuelvan, se asienten con su familia y se integren 
definitivamente a la sociedad. 


Tal vez a la hora de la reglamentación esta posibilidad se pueda acotar. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dar dos informaciones. 


Por Secretaría va a estar llegando a sus despachos la fotocopia del comparativo que se pidió del proyecto 
original y de lo votado en el Senado, que va a aclarar algunas cosas. 


Como debo retirarme, si no hay oposición, solicito que la señora Diputada Charlone ocupe la Presidencia. 


(Ocupa la Presidencia la señora Representante Charlone) 


SEÑOR PORTILLO.- En el proyecto original no estaba esa parte final, por lo cual no podríamos 
responder. 


Coincido plenamente con el espíritu del comentario. Creo que hay que trabajar con estímulos, con cosas que 
entuslasmen para un regreso, pero no para que haya uruguayos que regresen todos los años, porque aquí 
también hay empresarios y comerciantes que venden estas cosas y no sería adecuado. 


Con respecto a los delitos de tráfico y trata, no sé si entendí bien la pregunta, pero simplemente quiero hacer 
el siguiente comentario. En nuestro ordenamiento jurídico eran dos figuras delictivas extraordinariamente 
necesarias. Ustedes recordarán que hace no muchos años hubo un episodio muy manejado sobre tráfico de 
mujeres. Si estos delitos hubieran estado consagrados en ese momento, seguramente nuestra administración 
de Justicia, nuestro Poder Judicial, podría haber procesado a más de un uruguayo en Uruguay, porque estos 
delitos son para la territorialidad de Uruguay, en el Uruguay. 


En la opinión pública ha seguido presente ese tipo de tráficos, a partir de mujeres. Lamentablemente no 
trascienden otros tráficos, que en volúmenes absolutos son mucho mayores, que son de trabajadores. 
Nosotros hemos tenido denuncias de trabajadores uruguayos en Vigo, España y en Auckland, Nueva Zelanda, 
que han sido víctimas de engaños, mediante subterfugios. Se les prometen determinadas retribuciones y 
trabajos y luego son sometidos a un régimen de semiesclavitud. Se les quita su pasaporte, a veces logran 
zafar y otras veces no. 


Lamentablemente, sobre lo que ocurre fuera de Uruguay, desde Uruguay es poco lo que se puede hacer, a no 
ser lo que la función consular permite en los términos de la Convención de Viena, que no es demasiado. Con 
lo que tenemos que ser enérgicos y cuidadosos es con lo que ocurre aquí, en nuestro país porque, por lo 
general, estos tráficos tienen un eslabón uruguayo en Uruguay. Entonces, a partir de estas figuras delictivas 
que se están creando, lo que se busca es golpear a esos eslabones uruguayos en Uruguay, impidiendo que se 
produzcan estos delitos de tráfico. 


SEÑOR FERRER.- Con referencia a la pregunta de por qué no se incluían determinados delitos de 
lavado de dinero en el artículo 45, el motivo es el siguiente: difícilmente la persona que esté haciendo la 
custodia, el control migratorio en la frontera, tenga la oportunidad de conocer que la persona que 
ingresa ha sido condenada. Ello sí figura en el artículo siguiente; allí sí, en causa de denegatoria de la 
residencia está el que haya sido objeto de cualquier tipo de condena, donde se incluiría lo que aquí se 
preguntó. En el momento en que la persona inicia el trámite de la residencia, la Dirección Nacional de 
Migración le exigirá la documentación, o sea, los antecedentes penales, ya sea que los traiga la persona 
o que los pida la propia Dirección. No ocurre esto en el momento del control; es imposible que a una 
persona se le pueda pedir en esa instancia la documentación de sus antecedentes penales. Esa es la 
razón por la cual esto está incluido para el momento en que se inicia la residencia. 


SEÑOR SOUZA.- En cuanto a lo que fundamentaba el doctor Portillo, nosotros estamos 
absolutamente contestes en refrendar y en apoyar desde ese concepto el tema de los delitos que se 
establecen. 


Está claro que en el artículo 46, que refiere a cuando se pretendiere tramitar legalmente la residencia en el 
país, hay elementos y algunas medidas que permitirían que el Estado se pudiera deshacer de aquellas 
personas que no deseamos que estén residiendo entre nosotros. 


Ahora: el mismo argumento que el doctor mencionaba de que es imposible que en el control de migración, en 
el aeropuerto, en el puerto o en cualquier frontera del país, se pueda conocer los antecedentes de la persona 
porque nadie cuando viaja porta sus antecedentes penales, se debe utilizar para saber si la persona cometió 
trata de blancas o tráfico de personas. Por lo pronto nos parece que más que nada este es un elemento que 
está colocado acá como diciendo "Interesados o vinculados, absténganse". Realmente, será muy dificultoso 
aplicar esto a la hora de chequear el ingreso de las personas al país. 


De todas maneras, desde el punto de vista simbólico, esto nos parece importante, pero también lo es que estos 
otros delitos, que tienen un profundo efecto en la sociedad, se enumeren taxativamente ya que son 
importantes para el Estado. Digo esto porque yo sé que el artículo 46 nos pone a resguardo del trámite de la 
residencia permanente, pero me pregunto qué sucede cuando alguien ingresa al país y es posible identificarlo 
por parte del servicio de información e inteligencia, que está apostado en los puestos de ingreso al país, como 
un delincuente contumaz reconocido internacionalmente. Por ejemplo, el caso del tan mentado "Chupeta", el 
narcotraficante; supongamos que cumple su condena, que sale en libertad, mañana llega al Aeropuerto de 
Carrasco y la Dirección Nacional de Migración no está habilitada para impedirle el ingreso al país y sí lo 
estaría si tramitara la residencia. Aquí no hay nada que me asegure que está prohibido el ingreso al país de 
ese narcotraficante. Eventualmente le tendremos que dar una visa para que transite dentro del país, pero en 


una semana, diez, quince o veinte días podría dejar montada una red de narcotráfico e irse del país como un 
turista más. 


SEÑORA CONTE.- Quiero hacer alguna precisión al señor Diputado con respecto al control 
migratorio. Es cierto que a la persona que ingresa como turista el Inspector no le puede pedir sus 
antecedentes nacionales del país de origen, es decir, sus antecedentes penales, los cuales sí le podremos 
pedir una vez que inicia el trámite de residencia. De todas maneras, sí podemos controlar que esa 
persona no tenga un impedimento judicial o una captura internacional, porque tenemos un sistema de 
impedidos. 


(Interrupción del señor Representante Posada) 


SEÑOR SOUZA.- Coincido con lo que acotaba recién el señor Diputado Posada en cuanto a que eso es 
para todos los delitos. 


SEÑORA CONTE.- Efectivamente, es para todos los delitos, pero por lo menos hay un chequeo previo 
y si hay una persona que tiene captura internacional la Dirección Nacional de Migración 
inmediatamente lo va a comunicar a las autoridades competentes para que esa persona sea detenida. 


SEÑOR FALERO.- Quiero saber si en lo que ha sido el período de elaboración de este proyecto de ley 
en algún momento se manejó la posibilidad de contactarse con autoridades de la Corte Electoral, y voy 
a explicar por qué con un caso práctico 


Supongamos el caso de un matrimonio uruguayo en Argentina que tiene un hijo. Cuando esa persona, que 
obviamente habrá sido inscripta en el Registro Nacional de las Personas y tendrá su partida de nacimiento 
aquí, quiere sacar la Credencial Cívica, es decir, convertirse en ciudadano, se encuentra con un doble 
impedimento: le piden que esté trabajando no recuerdo por cuánto tiempo, pero es un período importante 
inclusive al momento de tramitar la credencial cívica tiene que presentar una constancia de trabajo, o estar 
estudiando, en cuyo caso también le piden tener dos años de estudio al momento de hacer el trámite. Lo que 
está ocurriendo en muchas oportunidades es que esas personas ni están estudiando ni tienen trabajo, entonces 
tenemos aquí un impedimento legal que está en la órbita de nuestro Derecho nacional para que esa persona 
acceda a su Credencial Cívica, estando de alguna manera amparada por la ley para poder hacerlo. 


SEÑOR PORTILLO.- Efectivamente, lo que dice el señor Diputado es lo que ocurre. 


En este proyecto de ley, a propósito no se ha querido avanzar en todo lo que tiene que ver con la legislación 
electoral porque es una materia que entendemos que, además de requerir otro tipo de mayorías para su 
aprobación, de alguna forma involucra un conjunto de otros temas que va más allá de lo que precisamente era 
este esfuerzo de actualización de una legislación migratoria como tal. 


Lo que dice el señor Diputado es muy cierto; tiene su origen en la ley de 1987 que da una interpretación del 
avecinamiento que en efecto es extraordinariamente restrictiva y por la vía de los hechos mutila el ejercicio 
de la ciudadanía a quienes efectivamente no residen acá. 


Insisto en que en este proyecto, en este trabajo interministerial, hemos tratado de abocarnos al conjunto de los 
aspectos más tradicionalmente migratorios y de que toda esta otra temática, que hace más al ejercicio de la 
ciudadanía, sea objeto de un tratamiento legal por otra vía. 


SEÑORA PAYSEÉ (doña Sara).- En el mismo sentido que el doctor Portillo, quiero agregar que 
nosotros nos circunscribimos básicamente al fenómeno migratorio. Más allá de que hemos puesto un 
énfasis en algunos delitos relacionados con el fenómeno migratorio, lo que queríamos resaltar eran, 
precisamente, los derechos de las personas migrantes, el bien a proteger en forma general. 
Obviamente, sabemos que hay patologías, pero lo fundamental era proteger el derecho de las personas 
que tienen interés en migrar, tanto del exterior hacia nuestro país como de los uruguayos que están 
radicados en otros lugares. 


Hay un tema que también nos parece importante señalar y es que el artículo 72 establece el concepto de la 
reciprocidad. En ese sentido creo que también podía haber pasado alguna de las dudas planteadas por el señor 
Diputado Pablo Abdala. Si bien nosotros estamos generando una serie de derechos para las personas que, en 
principio, quieren ingresar a nuestro país y radicarse, de hecho también podemos generar algunas 
restricciones cuando los países de origen de esas personas que quieren migrar no tienen las mismas 
condiciones para nuestros nacionales. 


Es decir que tampoco es que estemos abriendo nuestras fronteras a todas las personas que quieran venir, sin 
tener la posibilidad de que nuestros connacionales puedan hacerlo de la misma manera en esos otros países. 
Este es un principio básico de reciprocidad que queremos establecer acá como un límite regulatorio en el 
proceso. 


Otro tema que quería dejar planteado tiene que ver con el hecho de que este marco legal lo que pretende es 
hacer accesible las disposiciones nacionales con relación al derecho al trabajo. Hoy en día, para acceder a un 
trabajo, hay una serie de dificultades, porque se plantea que primero se debe tener la residencia, pero para 
tener la residencia, primero debe tenerse un contrato de trabajo. Entonces, de alguna manera, este programa 
trata de saldar esas dificultades que tienen las personas. 


SEÑORA DEMARCO.- Soy Inspectora General del Trabajo del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. 


En lo que hace al trabajo de las personas extranjeras, me parece que este proyecto da mucha claridad y 
amplitud al tema. También llena algunos vacíos que teníamos en la legislación, ya sea por vetustez de la 
legislación anterior o, tal vez, por falta de ser concretos en el tema específico del trabajo. Inclusive, las 
coordinaciones pendientes con la Dirección Nacional de Migración y con el Ministerio del Interior a veces 
quedaban un poco desdibujadas. Creo que este capítulo da una mayor seguridad al trabajador que viene a 
residir ya sea en forma permanente o transitoria, como lo clarifican los artículos. 


Distinto es el caso del trabajador permanente, pues sabemos que tiene todos los trámites realizados para tener 
su documentación en regla. Entonces, nuestra fiscalización como Inspección del Trabajo sería casi tan natural 
como ir a inspeccionar a trabajadores uruguayos. En el caso de los trabajadores que son transitorios o no 
permanentes pero que tienen una permanencia temporal en el país, es necesario que tengan un documento 
habilitante mediante la oferta del trabajo. No lo llamaría tanto contrato porque, a veces, el trabajador nos 
dice: "Fui a Migración a hacer el trámite, pero no tengo aún un contrato de trabajo". Lo que puede tener es 
una oferta del empleador, en cuyo caso, creemos que eso es viable. Luego, trabajaríamos el tema en la 
reglamentación de la ley, para que podamos estar unidos y trabajar en forma coordinada con el Ministerio del 
Interior, a fin de tener claridad al respecto. Hoy sabemos muy bien que en nuestro país existen puntos 
neurálgicos en los que está trabajando cada vez más un número importante de personas extranjeras. 


Entonces, apuntamos a tener todos esos puntos identificados y con la claridad necesaria para que los 
organismos competentes en el tema no tengamos vacíos que puedan dar lugar a un desfavor para con el 
trabajador y, al mismo tiempo, podamos brindar claridad al empleador. 


SEÑORA DARDANELLI.- Pertenezco al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Quiero aclarar que el capítulo de derechos y deberes de las personas migrantes, así como el que corresponde 
al trabajo de las personas migrantes, fue tomado básicamente inclusive, algunos en los mismos términos de la 
Convención Internacional de los Derechos de los Trabajadores Migratorios y sus familiares. En otro artículo 
también se tomó el texto de la Convención; es el que se refiere a la posibilidad del Estado, en determinadas 
circunstancias, de establecer categorías limitadas de empleo. Esto se refiere a la potestad que tiene frente a 
determinada coyuntura histórica; puede ser a funciones, servicios o ramas de actividad. Es un artículo muy 
amplio que contempla la Convención y se creyó conveniente dejarlo en el proyecto de ley. 


Hoy en día, tenemos determinadas áreas de seguridad, por ejemplo, en el caso de los funcionarios públicos, 
de las Fuerzas Armadas y, a veces, de controladores aéreos, que son ramas de actividad exclusivas para 
ciudadanos. 


En el proyecto de ley se establece que se pueden determinar funciones, ya sea por razones de seguridad, de 
ciudadanía o de una coyuntura histórica, en una cierta rama de actividad, a la que se le va a brindar una 
protección, que estaría amparada en este artículo. Ese fue el cometido de este artículo. 


Con relación a la aplicación a nivel regional, se hicieron algunas reuniones en la Cancillería cuando tuvieron 
que hacer la memoria anual al Secretario General de las Naciones Unidas sobre la aplicación en el Uruguay 
de la Convención Internacional de los Derechos de los Trabajadores Migratorios. En el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social nosotros tenemos que hacer la memoria anual a la Organización Internacional del Trabajo 
sobre la aplicación del Convenio N* 97. En esas instancias, nos dimos cuenta de que, debido a la legislación 
nacional, teníamos problemas de aplicación de esos instrumentos internacionales ratificados por el país. A 
partir de esas reuniones en la Cancillería, surgió la convocatoria de la Comisión y así nos pusimos a trabajar 
en el proyecto de ley. 


Hay un tema que no citamos hasta ahora que abarca el nivel regional y tiene mucha importancia; es el 
relativo a los convenios interamericanos y entre algunos países sobre la seguridad social. Si bien este tema no 
es objeto de la ley, la movilidad de los trabajadores y la formalización en el mercado de trabajo del trabajador 
migrante es algo importante, relacionado con lo que son los avances regionales en torno al tema migratorio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dejamos constancia de que se ha distribuido por Secretaría el comparativo 
entre el proyecto remitido por el Poder Ejecutivo y el aprobado por el Senado. En realidad, estaríamos 
hoy iniciando el tratamiento de este proyecto más que nada en sus aspectos generales. Pero, 
seguramente, la Presidencia, conversando con los legisladores, instrumentará las formas de seguir, ya 
más en el análisis detallado y en el estudio en particular de los artículos. Entonces, el Presidente 
seguramente se volverá a poner en contacto con ustedes. Les agradecemos vuestra presencia en la 
Comisión. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


